










Exp. 493/2015
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En compliment del que disposa l'article 43.1.b) de la Llei 5/1983, de 30 de desembre, del
Consell, i  després de la remissió als centres directius d'aquesta Conselleria del Projecte de
Decret del Consell pel qual s'aprova el Codi de Bon Govern de la Generalitat, amb l'objecte que
formulen quantes observacions estimen oportunes, no s'han rebut al·legacions en relació amb
el mateix.
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SOTSSECRETARIA
Servici de Coordinació 
Assumpte.  Al·legacions codi de bon govern de la Generalitat 
Expt. 7-80-15
Núm.ref. JFV/ob

En contestació al seu escrit a què adjuntava el  Projecte de Decret del Consell, pel qual 
s'aprova el codi de bon govern de la Generalitat, li traslladem les seguents observacions:

Substituir la redacció actual de l’article 11, referit a l’ús del valencià,  per aquesta altra, 
més d’acord amb l’esperit que guia la nova política lingüística del Consell.

Article 11. Compromís social i ètic amb la llengua pròpia
Les persones incloses en l’àmbit d’aplicació d’aquest decret, en concordança amb la seua 
vocació de servei a la ciutadania i el desig d’esdevindre model de comportament lingüístic, 
assumeixen el seu compromís social amb el procés de normalització del valencià, amb 
l’objectiu d’estendre’n l’ús i el coneixement, i la finalitat més àmplia de contribuir a la presa 
de consciència col·lectiva sobre la potenciació ètica del valencià en tots els àmbits socials 
i nivells d’intervenció ciutadana.

Article 47. Administració accessible
A final de paràgraf, on diu “persones amb discapacitat” hauria de dir-se “persones amb 
diversitat funcional”.

Aquesta és la denominació que s'empra actualment. De fet, en la Conselleria d'Igualtat i 
Polítiques Inclusives hi ha una Direcció General de Diversitat Funcional.

Apartat IV de l'Annex III. Documentació adjunta (curriculum vitae)
No hi ha establert cap model o guió de currículum a seguir i seria convenient oferir unes 
pautes i una estructura básiques perquè hi haja un criteri homogeni en la seua confecció.
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Exp. 444/2015 

Assumpte: Infonne  relatiu  al  projecte  de  Decret  del  Consell,  pel  qual  s'aprova  el  Codi  de  Bon 
Govern de la Generalitat 

En relació  amb  el  projecte a  que  s'ha fet  referencia,  remés per a  al'legacions d'acord  anlb el que 
establixen l'artiele 43.l.b) de  la Llei 5/1983, de 30 de desembre, del Consell, i l'artiele 40 del Decret 
24/2009, de 13 de febrer,  del  Consell, sobre la fonna, l'estructura i el procediment d'elaboració deIs 
projectes nonnatius de la Generalitat, adjunt remet les observacions efectuades des d'esta 
conselleria. 

SUBSECRETARIA 

CONSELLERIA DE TRANSpARENCIA, RESPONSABILITAT SOCIAL, PARTICIPACIÓ I 

COOPERACIÓ 

CI Palau, 14 - 46003 VALENCIA 
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SUBSECRETARIA  
Ciutat Administrativa 9 d'Octubre  
Castán Tobeñas, 77. Edif. T3  
46018 VALENCIA  

Informe  sobre  PROYECTO DE DECRETO por  el cual  se  aprueba  el 
Código de Buen Gobierno de la Generalitat 

A  los  efectos  previstos  en el artículo  40  del Decreto  24/2009  del Consell  sobre  forma, 
estructura y procedimiento de elaboración de proyectos normativos, la Subsecretaría de la 
Conselleria de Transparencia,  Responsabilidad Social,  Participación y Cooperación ha remitido un 
proyecto de Decreto por el que se pretende aprobar el Código de Buen Gobierno de la Generalitat. 

Examinado su contenido, se realizan sin ánimo de exhaustividad algunas 
observaciones para -si lo estiman procedente- su toma en consideración por  ese centro 
directivo, en aras a una mejora del documento propuesto. 

Sin  duda, nos  encontramos en un entorno  social  y  político en el que el común  de la 
ciudadanía  sospecha  sobre  todos  los  asuntos  que  se  gestionan  en  las  instituciones  públicas. y 
sólo construyendo confianza pública (en su doble sentido de "propio de las  instituciones" y "de la 
ciudadanía")  puede revertirse esa sospecha.  Desde este enfoque, la aprobación de un Código de 
buen  gobierno constituye una herramienta no sólo relevante y efectiva, sino también factible 
en un corto lapso de tiempo,  y la iniciativa es valorada como positiva e imprescindible. 

El Código de Buen Gobierno  trae  causa  del mandato  previsto en la Ley  2/2015  de la 
Generalitat  de  Transparencia, Buen Gobierno  y  Participación  Ciudadana. Sin embargo, al no 
tratarse de un desarrollo  ejecutivo  de la Ley -a nuestro  parecer- podría  ser aprobado  mediante 
una  norma  no ejecutiva -un Acuerdo del  Consell- de  deslindarse sus diferentes contenidos,  como 
apuntaremos a lo largo del  informe. 

En lo que hace al PREÁMBULO del texto,  se  observan un uso reiterativo de algunas ideas 
clave que convendría revisar simplificandolo. 

Respecto a la ESTRUCTURA del Código sometido a informe se ha seguido una 
ordenación (títulos,  capítulos) más  propia de los textos normativos complejos que de una proyecto 
que contiene más recomendaciones y principios de conducta o morales que un auténtico 
desarrollo normativo. Se recomendaría agrupar el contenido de forma que facilitara su lectura. 

El articulado  del  Proyecto  de  Decreto  contiene,  a  nuestro  juicio,  aspectos  que  merecen 
atención: 

• El ámbito objetivo de aplicación definido en el artículo 1 ("de la Generalitat") incluye 
al conjunto de las instituciones que integran la Generalitat (Corts, Instituciones 
Estatutarias, incluso podría interpretarse que universidades públicas desde cierta 
conceptualización  del  sector  público)  más  allá  del  Consell  y su Administración.  Esta 
definición  parece excesiva  a la vista  del  ámbito de  aplicación  de la Ley 2/2015 y de la 
distribución  competencial  que  dispone (el artículo  27  en  relación  con el artículo  25 
alude a la "Administración de la Generalitat"),  así como de la autonomía de  Les Corts y 
las  Instituciones Estatutarias. 
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• No se define un necesario ámbito subjetivo de la norma (que se  lleva al articulado del 
Código en el Anexo 1) y  hay  que  tener  presente  que el concepto de "alto  cargo  o 
asimilado" sólo está definida en la Ley 2/2015  a  los efectos de ésta, sin que la 
Generalitat  cuente  con  una  legislación  específica  sobre el ejercicio de alto  cargo, su 
régimen  y condiciones  o incompatibilidades.  Extender esa  misma  definición al ámbito 
de  los  registros  de  bienes y actividades sin  regulación  legal  específica  puede  conducir 
a cierta inseguridad jurídica. 

• La propuesta,  contenida en el artículo 2, de que las  personas incluidas en el ámbito de 
aplicación del  Código formalicen  una declaración explícita e individual de adhesión 
es valorada  muy positivamente;  no obstante se propone adecuar el modelo del Anexo 11 
en especial en lo que se refiere al sometimiento  a  las  medidas  de responsabilidad 
política que adopten Les  Corts, no sólo por innecesario sino porque correspondería a la 
Cámara Legislativa  - a  través de su Reglamento- establecer  ese mecanismo  de 
rendición de cuentas. 

• Con  respecto al artículo 3 que se refiere a los modelos de declaraciones contenidos en 
el Anexo 111 sobre bienes, actividades, e intereses un adecuado control de los 
conflictos de  interés exige que los  modelos no dejen fisuras desde el punto de vista del 
Derecho  Fiscal  y  Tributario. En este  sentido,  téngase en cuenta, por  ejemplo, que 
existen figuras  mercantiles  como  las  llamadas sociedades de  gestión  patrimonial  o las 
SICAV's que no son sociedades cotizadas o participaciones negociables (art.  41.b) 
No parece  conveniente  que  se  fusionen en un mismo  documento, la declaración de 
entrega del curriculum vitae  (pag.  6 del Anexo 111) con  las declaraciones fiscales,  por la 
heterogeneidad de ambas obligaciones. 
En cuanto  a los  modelos de  declaración,  sería  conveniente  por seguridad jurídica que 
se empleara la fórmula  de  sustituirlos  mediante la modificación  expresa  del  Decreto 
247/1995, y no mediante una modificación implícita (art, 41 del proyecto), 

• Disposición Transitoria 1 a . Abundando en la observación anterior, es conveniente que 
se aborde por una norma especifica -con rango de Decreto- la sustitución o 
modificación del Decreto 247/1995, los modelos de declaración, el carácter y 
naturaleza de los Registros y el régimen de publicidad de la información. No se 
entiende una "transitoriedad" cuando la modificación no se aborda de forma integral. 

• Disposición Transitoria 28
. Se observa un tratamiento  heterogéneo de los sujetos 

obligados,  cuando  sería  mucho  más  sencillo  y evitaría  inequidades si se estableciera 
un plazo  único,  suficientemente  amplio,  para  que  todos  los  afectados  adecuaran  sus 
declaraciones. 
En cuanto al apartado 4, habría  que concretar si la acepción "a partir del año 2016" se 
refiere al uno  de  enero de  dicho año, de  las  declaraciones  de  Renta  y  Patrimonio del 
2015 a presentar en 2016,  o si a partir de la fecha  límite de  presentación voluntaria de 
las auto-declaraciones de los  impuestos. 

y ya propiamente en lo que se refiere al Código de  Buen  Gobierno contenido en el 
ANEXO I del  proyecto de Decreto apuntamos algunas observaciones: 
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El contenido del artículo 1.3 "cumplir con la obligación del artículo 27 de la Ley 212015" pa­
rece  constituir más bien el mandato de la ley que hay que materializar que no el objeto del código 
de conducta. 

En el artículo 2 se definen los sujetos afectados,  pero no se diferencia para qué obligacio­
nes (no es lo mismo el código de conducta que la publicidad institucional, la responsabilidad políti­
ca que la declaración de actividades o bienes).  Habría que especificar estos extremos. 

El código propuesto guarda notables similitudes con el Código Ético y de  Conducta de  los 
cargos  públicos  y  personal  eventual  de la Administración  General  e  Institucional  de Euskadi, 
aprobado por Acuerdo del órgano de Gobierno en 2013. Ya el anterior Código del Gobierno Vasco 
de 2011 incluía en su ámbito de aplicación al personal eventual. 

Esta  inclusión  del  personal  eventual  (regulado  por el artículo 12 de la ley 7/2007 EBEP, Y 
en nuestro  caso  por el artículo 19 de la Ley 10/2010 de la Función  Pública  Valenciana)  no  está 
exenta de controversia: 

• Por  una parte, el personal eventual o  de confianza como comúnmente se lo 
denomina ya cuenta con un conjunto integral de  normas que regulan sus derechos, 
deberes e incompatibilidades en la normativa autonómica  (art.  66  y ss.  Y 86  de la 
Ley 10/2010)  Y en la normativa  estatal  (art. 52, 53 Y 54 del  EBEP)  que  por  otra 
parte tiene carácter básico. 

• Y, además, el régimen disciplinario aplicable a este conjunto de empleados públicos 
es, de la misma forma, el previsto tanto en el EBEP como en la Ley 10/2010. 

Desde nuestra perspectiva, esta situación podría dificultar la inclusión del personal 
eventual en el ámbito  subjetivo de aplicación  del  Código de Conducta, al menos en la redacción 
actual,  cuyo alcance va mucho más allá de un conjunto de principios y normas de comportamiento 
(como es el caso del Código vasco,  más limitado en su ámbito). 

En cuanto al personal  directivo  asimilado  por  contar  con un contrato  de  alta  dirección, 
habrá que estar al régimen disciplinario específico previsto tanto en el EBEP como en el estatuto 
de  los Trabajadores,  o al régimen singular recogido en el contrato de trabajo. 

El respeto a la privacidad que recoge el artículo 9, ya  viene impuesta por normativa espe­
cífica, si se quiere introducir un mandato específico no pueden fijarse obligaciones tales como "ga­
rantizar la clasificación,  registro y archivo de los documentos oficiales,  o la actualización de daros" 
que no son  propias de los altos cargos. 

Cabría matizar la acepción "adversarios políticos" del artículo 9.3 

En el artículo 10  cabría  redactar  "en  positivo" el primer párrafo:  "los  altos cargos  podrán 
asistir a título personal,  .... ". En cuanto al artículo 10.2, se trata de  una medida organizativa o ins­
titucional, no es propia de un código de conducta personal. 

En el artículo 16 Imparcialidad. Se  confunde su contenido con el de los artículos 13 y 14. 
Se habla de "familiares directos" pero no se define tal  concepto indeterminado en ningún grado de 
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afinidad  o consanguinidad.  Por otra  parte  no  parece que mencionar la abstención aporte valor si 
sólo se reitera el mandato de la Ley 30/1992. 

En el artículo 18.2, reiterar que el manejo de la información confidencial se hará conforme 
a la normativa no  parece que aporte mayor seguridad jurídica. Y por otra  parte se confunde infor­
mación confidencial con protegida por contener datos personales. 

La regulación del artículo 20 Publicidad Institucional, podría ser objeto de regulación es­
pecífica en el marco de la normativa reguladora de la misma. 

El artículo 20.4  resulta  un  tanto  confuso.  Quizá  pudiera  redactarse  en  el  sentido de  "No 
promoverán la asistencia". En el segundo punto y seguido habría que eliminar la mención a "fun­
cionarios  públicos" ya que esta función  puede  ser desempeñada por personal  de  muy diferentes 
regímenes jurídicos. 

El artículo 21 parece reiterar innecesariamente el contenido de la Ley 2/2015.  Igualmente, 
el artículo 22 resulta casi coincidente con el artículo 23.1, por ejemplo, en tanto se refiere a unos 
bienes (los vehículos oficiales) puestos a disposición por razón de su cargo. 

El artículo 23.2 versa sobre publicidad activa,  no sobre conductas o principios.  Debería re­
guiarse en un futuro reglamento de desarrollo de la ley de transparencia en este ámbito. En el artí­
culo 23.3 Los gastos por "necesidades del servicio" es un  concepto más propio de  los empleados 
públicos  que de  los  altos  cargos.  Tampoco  se  acaba de  entender la idea  de "compatibilidad"  del 
coche oficial  con el transporte público. Si se  quiere recomendar la  sustitución  o la preferencia de 
aquél  por éste  debería decirse de forma  expresa. En relación al último inciso que reza: "En el 
caso de que se  haga uso de un taxi  se  deberá informar sobre el  trayecto y el objeto del  servicio", 
habida cuenta la importante dispersión de sedes y centros de la Administración de la Generalitat, 
que exigen habitualmente un gran número de desplazamientos a las  personas incluidas en el ám­
bito de aplicación del Proyecto de Decreto, y quedando constancia del origen y destino del trayec­
to (en la immensa mayoría de  los  casos,  tanto  uno como otro,  una dependencia pública),  parece 
quizás excesivo, e incluso, en  ocasiones, incompatible, con  el  carácter reservado de ciertas actua­
ciones en ejercicio del cargo,  dejar constancia del "objeto" del servicio. 

En el artículo 24 la regulación  de  los  gastos en  actos "de  servicio"  debería estar también 
conteplada en la correspondiente norma reglamentaria en  materia de hacienda plJblica. 

En el artículo 25  genera dudas el concepto de "coste razonable",  pero además promover 
convenios  con  proveedores  se  concilia  con  dificultades con el respeto  a la normativa en  materia 
de contratación del sector público. 

La redacción del artículo 26  es algo ambigua.  Quizás en aras a la seguridad jurídica debi­
era afirmarse taxativa y expresamente que "los altos cargos tienen prohibido aceptar bienes o ser­
vicios en condiciones ventajosas" como recogen otros códigos, de forma más sencilla y clara. 

La redacción  del artículo 27  en  cuanto a que la aceptación de  regalos  o su  obsequio de­
ben  realizarse  "en  público",  debería aclararse en  qué consiste dicha publicidad. Si se  refiere  a su 
publicación en el portal  de Transparencia  de la Generalitat,  en un acto  público o mediante algún 
tipo de "fe pública" (p.ej.  ante un funcionario) 
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El artículo 28. reitera el contenido de la Ley 2/2015 sin  aportar contenido añadido, si bien 
se entiende el sentido de su inclusión en dicho Código de  Buen  Gobierno por cierta alarma social 
al respecto. 

El tratamiento protocolario de los consellers, el president o los altos cargos a que se refiere 
el artículo 29 parece más propio de una norma específica sobre uso de lenguaje, o protocolo. 

La acreditación de la condición de alto cargo del artículo 31 quizá debiera desarrollarse en 
el marco de la legislación de altos cargos y su ejercicio. 

La política de seguridad informática (artículo 32) ya  cuenta con su propia regulación espe­
cífica. 

La redacción  del arto 37 debería revisarse  a nuestro juicio,  pues  menciona excepciones al 
principio de transparencia.  Sin embargo la Ley  19/2013 y la Ley 2/2015 lo que regulan son limitaci­
ones en la difusión o el tratamiento de la información. 

En el artículo 38 no se han definido qué son  redes sociales de carácter plJblico. 

En el artículo 40.3  , la regulación  de un registro específico debería ser objeto de  una  nor­
ma singular para mayor seguridad jurídica. 

Las regulaciones de los artículos 43 a 47, en su redacción actual,  parecen más propias de 
un reglamento de  desarrollo de la Ley 2/2015 en cuestiones de participación ciudadana,  deberían 
limitarse a lo que afecte al Buen Gobierno. 

El artículo 54  reitera  innecesariamente  que el régimen  sancionador esta  previsto en dos 
leyes,  una estatal y una autonómica. 

La regulación del artículo 55 seria propia de un Reglamento del Consejo de Transparencia 
y Buen Gobierno. 

La previsión  del artículo 56 sobre la adopción  de medidas de responsabilidad  política 
ante les Corts, parece problemática.  No  sólo por lo que de  intervención en la organización de la 
Cámara  podría  parecer,  sino  porque -por ejemplo- el personal  eventual  o los directivos sujetos a 
contrato laboral especial de alta dirección carecen de responsabilidad política que rendir, al menos 
en los términos en qué esta se entiende para los consellers, secretarios autonómicos, etc. 

Por  otra  parte, introducir el concepto  de "ejemplaridad" en el ejercicio  plJblico nos ha 
parecido  muy  acertado.  Bien  es  cierto  que  se  trata  de un concepto  abstracto,  como  los  valores 
morales  mismos,  pero no es  menos  cierto  que la ciudadanía  reconoce la "ejemplaridad"  y  ello 
constituye una forma positiva de reconocer e incentivar una conducta ejemplar. 

Por IJltimo, desde la perspectiva del uso de un lenguaje no marcado es  imprescindible 
que se revise el conjunto  del  texto  optando  por términos  incluyentes,  genéricos  o abstractos en 
ocasiones  que, limiten  una  masculinización  innecesaria  del  proyecto  de  norma. El uso  de  este 
lenguaje incluyente se incardina en un conjunto de estrategias que  coadyuvan  a que el lenguaje 
se convierta en un agente activo de la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. 
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En este  contexto,  debería  tenerse en cuenta  que  en  estos  momentos  se  encuentran en 
trámite parlamentario dos proposiciones de  ley, con criterio favorable del Consell, cuya 
regulación coincide con  algunas  de  las  regulaciones  contenidas  a lo largo  del  texto sometido  a 
consulta: 

• Proposición de Ley  de Incompatibilidades y conflictos de interés de  personas con 
cargos públicos no electos.  

Publicación BOC  18 de  02-10-2015  
Criterio favorable del Consell BOC núm. 31 de 06.11.2015  

• Proposición de Ley de Publicidad Institucional para el interés ciudadano y la 
concepción colectiva de las infraestructuras públicas  

Publicación BOC 18 de 02-10-2015  
Criterio favorable del Consell BOC núm. 31 de 06.11.2015  

Como conclusión de lo expuesto,  podrían sistematizarse algunas recomendaciones: 

• Revisión  sistemática  del  texto  desde  una  perspectiva de uso  de  lenguaje  incluyente  o 
no sexista; 

• Revisión  global  del  proyecto  desde un enfoque  de  calidad  de la regulación,  evitando 
redundancias y colisiones, así como generar una potencial inseguridad jurídica; 

• Deslindar  del  proyecto  las  diferentes  regulaciones  que  contiene:  código  de  conducta 
propiamente dicho; los diferentes reglamentos de desarrollo de la ley 2/2015 de 
transparencia,  buen  gobierno y participación ciudadana (tanto en lo que  hace al sector 
de transparencia en la actividad pública o publicidad activa, como al régimen de acceso 
a la información pública, como a los aspectos de participación ciudadana); el 
reglamento de funcionamiento  del Consejo  de  Transparencia y  Buen Gobierno; el 
reglamento  o normativa de desarrollo sobre publicidad institucional; y -especialmente­
el reglamento de  los  registros de bienes y actividades de  altos  cargos  y asimilados,  se 
enmarque en un desarrollo legal o como modificación de los decretos vigentes. 

• En cuanto al Código  mismo,  podría  --como  consecuencia  de lo anterior- reducirse 
sustancialmente su amplitud y alcance regulador y centrarlo en lo esencial: los 
principios  y  normas  de  conducta  o  comportamiento  personal  de  los  actos  cargos  y 
asimilados, en cuyo caso podría reflexionarse la inclusión del  personal eventual; 

Esta  iniciativa  constituye  una  piedra  angular  de la agenda  del Consell  para  una  mejor 
forma de  hacer política y de  rendición de cuentas ante los  ciudadanos,  y debemos entre todos  los 
actores implicados poner un especial empeño en lograr un texto  cohesionado,  de calidad técnica, 
comprensible e incluso atractivo para el común e la ciudadanía. 

de 2015 
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Artículo 7.1. 

En  las posibles  causas  de  cliscrj¡ninación  planteamos  añadir  "etnia", que tiene  una 
connotaci6n cultural  más  allá de  la  "raza".  En  todo  caso,  hay un debate social sobre el 
uso del  término "raza", que en algunos casos se sustituye por "etnia", considerando que 
sólo hay una "raza" humana. Entendenlos que se puede mantener añadiendo etnia. 

Artículo 7.2. 

En este apartado añadiríamos en "diversidad sexual" lo siguiente: "diversidad sexual, de 
género, funcional, familiar, étnica y reJigiosa". 

Articulo 9 

En  este artículo  nos  surgen  algunas  dudas  sobre su  fornullación.  Entendenlos  que  hay 
una  asistencia "a título  individual"  de  los  altos  cargos  cuando  se  asiste  por decisi6n 
personal. En cuanto  a la  "no obligaci6n" creemos que podría existir una excepci6n por 
la conveniencia de la presencia de la Administración en  aquellos ac,tos en los que se nos 
pueda reclan1ar la participación, que es diferente de Ja excepción marcada en el segundo 
párrafo, que  hace referencia al  valor cultural asmnido cOll1unitarimnente  de esos actos, 
que  excede  el  átnbito  religioso.  Nos  referimos  principalmente,  en  nuestro  caso  -que 
tenemos conlpetencia en  diversidad reJigiosa y nlantenenlOS  relación con las  diferentes 
confesiones,  a  considerar la conveniencia  de  asistir  a  algunos  actos de inlportancia 
relevante. 

Para  dar  alguna  idea  sobre  la  cuestión  que  planteamos,  pegamos  aquí la opinión  de 
Fernando  Anlérigo Cuervo-Arango y José  Daniel Pelayo Olnledo, profesores de 
Derecho  Eclesiástico  del Estado  de  la  Universidad  COInplutense  de  Madrid  y  de  la 
UNED respectivamente. Autores, adenlás, del documento "Bluso de símbolos religiosos 
en  el  espacio púbJico en  el Estado laico español" de la Fundaci6n Alternativas. El  texto 
se refiere al ámbito municipal, pero puede trasladarse de igual 11lanera al auton6nlico: 

Presencia de Autoridades en Actos confesionales en los que se reclama Sil 

participación. 

LógicaIuente, al tratarse  de  actos  de carácter privado,  la  presencia  de  representantes  o 
autoridades  en  dichos  actos  es de  carácter discrecional.  Que  no  resulte  obligatorio no 
quiere decir que no  pueda ser conveniente. Y, de hecho, entendenlos que es conveniente. 
En primer lugar, porque la presencia de representantes lntmicipales incide directamente 
en la mejor integraci6n  en  el  municipio de  los  mienlbros  de  esa cOllull1idad  religiosa, 
que se sentirán entendidos y respaldados por sus representantes políticos. 
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En segundo lugar, la presencia de representantes lllunicipales en dichos actos muestra la 
sensibilidad  hacia las transformaciones  sociales  y  culturales  que  se  generan  en  el 
nUlllicipio, permitiendo  una  mejor  percepci6n  de las necesidades  e  intereses  de  sus 
ciudadanos.  En tercer  lugar,  porque la presencia  en  dichos  actos  envía un mensaje 
positivo  respecto de  los valores de  pluraJisrno, tolerancia,  respeto  a Ja diferencia, 
Jibertad e igualdad  que  propugna  nuestro texto  constitucional.  En  cuarto  lugar, la 
generación de confianza con las confesiones religiosas propicia una mayor participaci6n 
de los ciudadanos miernbros de las lnismas en el desarroJIo de la  vida local. Y, en quinto 
lugar, la  relaci6n  entre  representantes  políticos y religiosos  puede  considerarse  una 
forma de cooperaci6n entre el estado y las confesiones religiosas, tal  y como reclama el 
artículo 16.3 CE. 

Es evidente que la decisión de asistir o no a dichos  actos corresponde a la corporación 
municipal, del grado de sensibilidad de la misma, de su respeto hacia quienes considera 
diferentes  pero  iguales  como  ciudadanos,  del peso de la  confesión  religiosa  en  la 
localidad determinada o del sentido común, dependerá la toma de postura detel'lninada, 
pero,  en  todo  caso,  entendemos  que  es  funci6n  primordial  de  cualquier  corporación 
municipal el acercamiento y la proximidad a todos los ciudadanos, lo que propicia una 
mayor  confianza en las  instituciones y una 111ejor comprensión y conocimiento  de  la 
labor  que  desarrollan  los  servidores  públicos. En tielnpos  en que  parece  necesario 
reivindicar la inlagen  del  valor de  la  acción  política,  aqueJJos  mecanismos que sean 
capaces  de generar  confianza y reconocimiento al trabajo  que los representantes 
políticos  elaboran,  son  una  excelente  nlanera de alcanzar  procesos  de  socialización 
política cada vez Inás necesarios en el seno de las sociedades democráticas. 

Valencia, 15 de diciembre de 2015 

EL DIRECTOR GENERAL  
D'IGUALTAT EN LA IVERSITAT  

José  de  Lamo Pastor 
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ALEGACIONES AL TEXTO DEL PROYECTO DE DECRETO DEL CONSELL, 
SOBRE EL CÓDIGO DE BUEN GOBIERNO DE LA GENERALITAT 

Atendiendo  a la solicitud  de  remitir alegaciones  sobre la propuesta  del  Código  de 
Buen  Gobierno se plantea: 

En el artículo 41 apartado S, se pOdría añadir la frase  que se propone  detrás  de 
este  punto: 

liS. Sin perjuicio  de los límites  establecidos en los artículo  14 y 15 de la Ley 
19/2013  y de lo  dispuesto en la normativa  relativa  a la protección  de  datos de 
carácter personal, en ninguna de las  mencionadas declaraciones se harán  públicos 
los  datos referentes a la localización de  bienes o cuentas bancarias ni  los que sean 
necesarios para  salvaguardar la privacidad y la seguridad  de  los titulares." 

" ...  los titulares V personas dependientes de los mismos' 

Porque en las declaraciones  de renta, por  ejemplo,  aparecen los datos de los 
hijos, donde consta su fecha  de  nacimiento y  de la sentencia  de  adopción,  en su 
caso. 

Valencia,  16 de diciembre de 2015  
LA DIRECTORA GENERAL DE SERVICIOS SOCIALES  

Y PERSONAS EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA  

~~ c:§;¿  
Mercé  Martínez i Llopis 
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